FUNDAMENTOS


En el marco Ley n° 13.189, prorrogada por Decreto n° 2480/04, que declaró el estado de emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense, situación que comprende los aspectos organizativos, funcionales, operativos y laborales de esa Institución.


El Ministerio de Justicia, con fecha 10 de mayo del 2005, sancionó el Decreto nº 950, en virtud del expediente n° 21200-8023/05, por el cual tramita la modificación del Decreto n° 2388/02 de la estructura organizativa del Ministerio de Justicia, propiciándose la creación de la Dirección General de Salud Penitenciaria, dentro del ámbito de la Subsecretaría de Política Penitenciaria y Readaptación Social.


Está más que claro que en materia de sanidad penitenciaria, se observa un deficiente funcionamiento del sistema, agravado por la existencia de población de riesgo, doblemente vulnerable por su condición de paciente privado de la libertad. 


El Comité contra la Tortura, recomendó a nuestro país adoptar las medidas necesarias a fin de garantizar la presencia de personal médico independiente y calificado para llevar a cabo exámenes periódicos a las personas detenidas, situación que parecería no estar llevándose a cabo.


La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, resolvió en el acta de acuerdo 83.909 – “C. de E. L. y S. . Habeas corpus. Rec. de casación. Rec. Extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley", respecto a la  sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación el día 3 del mismo  mes y año en los autos “Recurso de hecho deducido por el C. de E. L. y S. en la causa ‘V., H. s/ habeas corpus determinando en  el Punto II, que estaban reunidas las condiciones exigidas para juzgar admisible la queja y resolvió:

I) Declarar procedente el recurso extraordinario federal, revocando el pronunciamiento impugnado. Por su parte, asumiendo la competencia que le atribuye la segunda parte del artículo 16 de la ley 48, respecto del fondo resolvió: “...

II) Declarar que las Reglas Mínimas para el tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas, recogidas por la ley 24.660, configuran las pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención;

III) Disponer que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, a través de los jueces competentes, haga cesar en el término de sesenta días la detención en comisarías de la Provincia de menores y enfermos;

IV) Instruir a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires y a los tribunales de todas las instancias de la Provincia para que, en sus respectivas competencias y por disposición de esta Corte Suprema, con la urgencia del caso, hagan cesar toda eventual situación de agravamiento de la detención que importe un trato cruel, inhumano o degradante o cualquier otro susceptible de acarrear responsabilidad internacional al Estado Federal.


Sin embrago hechos acontecidos en  distintas unidades penitenciarias demostrarían que estas resoluciones no se estaría cumpliendo. De allí que obtener la información necesaria para evaluar las acciones llevadas adelante por el Poder Ejecutivo, hace que hoy nos dirijamos a esta Cámara para solicitar el acompañamiento en el presente Proyecto.
PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE
Solicitar al Señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, que en forma escrita y  con carácter de muy urgente, con respecto a la situación sanitaria en unidades del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires informe:

1º) 
Cantidad de detenidos con HIV que se hallan alojados en ese SPB, discriminados por Unidad Penal y especialmente:

a) Si se hallan alojados en espacios físicos acorde con la patología que presentan, de acuerdo a las Normas Internacionales vigentes y descripción detallada de ellos.

b) Que tipo de tratamiento médico científico reciben y si se ajusta a las Normas Internacionales vigentes.

c) Que tipo de medicación le es proporcionada.
d) Forma de cumplimiento del tratamiento y si este se compadece con las disposiciones Internacionales Vigentes.

2º)
Si se han elaborado las plantas de personal medico dispuestas en Decreto 950/05, artículo 6º que establece: 

“Dentro del plazo de DOSCIENTOS CUARENTA (240) días, a partir de la vigencia del presente, el titular de la Jurisdicción deberá arbitrar los medios necesarios para la elaboración de las plantas de personal nominadas e innominadas, con sujeción a la estructura organizativa aprobada por los artículos precedentes y previa intervención de los organismos y dependencias competentes”.
3º)
Si se han dictado las normas ordenadas en el Decreto nº 950/05  que en su  Artículo 13º determina: 

“El Ministerio de Justicia por sí o por intermedio de la Subsecretaría de Política Penitenciaria y Readaptación Social procederá en el plazo de DOSCIENTOS CUARENTA (240) días a partir de la vigencia del presente, a dictar todas las normas necesarias para el cumplimiento de este Decreto incluidos los actos de traspasos de personal conforme el artículo”.

4º) 
Todo otro dato que pueda ilustrarnos al respecto.
